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			PRÓLOGO 


			¿Quién es Mauricio Macri?


			¿Es un hombre nuevo? 


			¿O es apenas otro producto del consultor ecuatoriano Jaime Durán Barba?


			¿Es el heredero dilecto de Franco Macri, ícono de la «patria contratista» que exprimió las ubres del Estado y acaparó denuncias por presunto contrabando, evasión y varios delitos más durante medio siglo? ¿O un hijo que lo tenía todo y le dio un giro drástico a su vida para ayudar a los demás?


			¿Es esa caricatura de niño rico, insensible y aburrido que pintan sus detractores, o un referente local e internacional de una «nueva política»? 


			¿Es el dirigente deportivo que quiere replicar en su país el éxito mundial que lideró para su amado club, Boca Juniors? ¿O aquel dirigente deportivo que casi de inmediato acumuló sospechas junto con varios colaboradores, entre ellos, Daniel «el Tano» Angelici y Gustavo «el Negro» Arribas?


			¿Es el primo de sus primos Jorge Macri y Ángelo Calcaterra? ¿O un líder que cortó amarras con su pasado y busca un porvenir distinto para todos?


			¿Quién es Mauricio Macri, el hombre al que incluso sus amigos apodan «el Calabrés», a sus espaldas, con dosis similares de temor y respeto?


			¿Cómo es su relación con su íntimo amigo, «hermano de la vida» y socio comercial, Nicolás «Nicky» Caputo? 


			¿Cómo es la forma de gestionar del primer ingeniero en la historia argentina que llega a la Casa Rosada? ¿Prescindente y delegativa, como fue la de Carlos Menem? ¿Radial y controladora, como la de Néstor Kirchner?


			¿Cómo reacciona Macri cuando las sospechas de corrupción lo rodean a él o a sus colaboradores? ¿Cómo es su interacción, entonces, con jueces y fiscales? ¿Y con los órganos e instituciones que en teoría deben controlarlo?


			¿Cómo es su vínculo con Elisa «Lilita» Carrió? ¿Sincero? ¿Sinérgico? ¿Simbiótico? ¿Utilitarista? ¿Carrió es su anabólico para luchar contra las mafias y la corrupción? ¿O apenas su certificado ISO 9001 de buena conducta, que necesita para llegar a determinados ciudadanos que de otro modo jamás lo votarían?


			¿Macri busca reducir la pobreza que azota a un tercio de los argentinos? ¿Es esa una de sus prioridades? ¿Qué permite anticipar al respecto su gestión en la ciudad de Buenos Aires?


			¿Cómo se relaciona con los periodistas y los dueños de medios? ¿Le da lo mismo lidiar con Héctor Magnetto que con Horacio Verbitsky? ¿Fue la tormenta Fernando Niembro una excepción o la regla? ¿Cómo distribuye la pauta oficial?


			¿Cómo se vincula con los empresarios, esos mismos hombres y mujeres que lo conocen desde que era un niño y Franco lo obligaba a participar en reuniones de directorio para que aprendiera? 


			Si nadie es profeta en su tierra, ¿qué piensa él sobre los empresarios y los empresarios sobre él? ¿Cómo es su relación con el banquero más relevante de la Argentina, Jorge Brito? ¿O con el financista Federico Tomasevich? ¿Y con el desarrollador inmobiliario Eduardo Elsztain? ¿Y con el magnate colombo-brasi-boliviano Germán Efromovich, enlace a su vez de Paul Singer, el rey de los holdouts que volvió loca a la Argentina durante una década?


			¿Cómo lidia con esos y otros empresarios a la hora de financiar todas sus campañas electorales? ¿Cuál es el rol que asumió «Nicky» Caputo a la hora de pasar la gorra? ¿Y Edgardo Cenzón?


			Porque si el financiamiento electoral es el «pecado original» de la política, entonces Macri, el PRO y Cambiemos no pueden tirar la primera piedra…


			Estas son algunas de las preguntas que, con datos precisos, buscan resolver los autores Ignacio Damiani y Julián Maradeo, quienes arman el rompecabezas Macri-PRO-Cambiemos desde hace años.


			No es casualidad que juntos, Damiani y Maradeo, hayan escrito otro libro que se las trajo, El Tano. Quién es Daniel Angelici.


			Porque un libro llevó al otro. Historias, fuentes y lugares se repiten, cruzan o complementan, de manera superlativa.


			Por eso mismo, este nuevo libro de la dupla Damiani-Maradeo permite ir del pago chico al pago grande, con prescindencia de las palabras. Porque los autores no se concentran en los dichos, sino en las palabras.


			«Fuerza política del siglo XXI, novedosa en su praxis proselitista y discursivamente lábil», exponen los autores, «el macrismo mostró pericia a la hora de señalar los problemas del agrietado bipartidismo argentino. Pero, fundamentalmente, expuso una inigualable eficacia para escindir el discurso de los hechos. La imagen como principio y final». 


			Para exponer este cuadro, Damiani y Maradeo cuentan con una ventaja: Macri ya ejerció el poder. 


			Como Menem en La Rioja o los Kirchner en Santa Cruz, la ciudad de Buenos Aires le sirvió a Macri de campo de pruebas para sus primeros palotes políticos, como así también les sirvió a Damiani y Maradeo para hurgar en la realidad macrista.


			Eso les permitió corroborar, con cifras, nombres y fechas, cómo el PRO podía discutir a gritos con el kirchnerismo al mismo tiempo que, de noche y en silencio, pactaba lo que fuere de interés recíproco. 


			¿Macri es, en suma, el líder indicado para la Argentina del siglo XXI? ¿O una muestra más de gatopardismo?


			Hugo Alconada Mon


			Buenos Aires, 17 de noviembre de 2017


		




		

			INTRODUCCIÓN


			5 de agosto de 2010. La cámara oculta registra lo que sucede en la Dirección General de Higiene del gobierno porteño. Su titular, Fernando Cohen, y el inspector y delegado de ATE, Edgardo Castro, discuten sobre las clausuras que no se llevaron a cabo. El primero no sabe que el segundo lo está filmando. La grabación dura casi 45 minutos. 


			Castro se muestra cansado y enojado. Dice estar harto de ser usado como fuerza de choque para que después «los mismos de siempre vayan a arreglar». Cohen no se queda callado: le endilga actuar con un fin político, a lo que el inspector le responde que los pedidos de clausura parten de datos objetivos. Aún no abunda en detalles. 


			La oficina es austera, burocrática. Las paredes, blancas sin ningún adorno a la vista. Por momentos, el lente de la cámara muestra los brazos de Castro o la cara del funcionario. Son todos planos cerrados. La discusión sube y baja de tono. Pero la tensión no cede. En ningún momento parece que del diálogo surgirá la revelación. 


			En varias oportunidades, Castro le asegura a Cohen que el enojo no es contra él, le dice que sabe que las órdenes provienen de sus superiores en la Subsecretaría de Trabajo de la ciudad. Inesperadamente, entre el minuto 24 y el 26 de la grabación, el secreto irrumpe. La cámara lo captura. Se terminan los secretos. Cohen revela cómo funciona el sistema. 


			Edgardo Castro: Siempre termino clausurando los boliches de los «bolis» (1), y las empresas de grandes fortunas quedan al margen de todo. Yo no me presto para seguir apareciendo como la infantería que aporta la presión a las empresas para hacer un negocio, para que después los tipos lo arreglen por atrás. Prefiero que me echen a la mierda y me hagan un proceso de lo que sea. Finalmente, cada vez que toco un timbre no sé si no estoy haciendo un negocio para alguien. En los casos pesados se repite la misma mecánica: todo por atrás, los mismos funcionarios interviniendo, todo top secret, todo por abajo. Intervienen (Alejandro) Sebo (2) y Herrera para levantar la clausura. Ahora, resulta que lo de (Laboratorios) Beta estaba en «pago voluntario», después de haber tenido una clausura…


			Fernando Cohen: Lo de Beta… ya te expliqué cómo fue lo de Beta. No se pudo clausurar. ¿Te acordás que fuimos juntos? No se pudo clausurar por el quilombo que se armó. La observamos y le mandamos la multa porque no íbamos a poder clausurar. ¿Sabés de quién es Beta?


			Edgardo Castro: No…


			Fernando Cohen: De (Gregorio) «Goyo» Zidar, un directivo de Boca, amigo de (Mauricio) Macri. Llamó Macri en ese momento. Clausurarle a Goyo Zidar sería buenísimo, me cago de la risa. Pero no se puede.


			Tres años después, el sistema premió la fidelidad de Cohen, quien desde 2013 conduce la Dirección General de Protección del Trabajo de la ciudad. 


			Fuerza política del siglo XXI, novedosa en su praxis proselitista y discursivamente lábil, el PRO mostró pericia a la hora de señalar los problemas del agrietado bipartidismo argentino. 


			Para Mauricio Macri, la corrupción no es más que un instrumento retórico al que recurre para diferenciarse de las gestiones que lo precedieron, sea en el ámbito privado o en el público. Lo utilizó cuando estuvo al frente de Boca Juniors y no lo abandonó cuando saltó a la política y llegó a la ciudad de Buenos Aires. Lo perfeccionó cuando asumió como presidente de la nación. Al PRO, más allá de formar parte de su identidad y ser central en su corpus discursivo, le permitió establecer una línea divisoria entre lo viejo y lo nuevo.


			Pero pararse en ese lugar demandó todo un maquillaje de la figura de su líder, apostando a que, como reza una de las máximas de Jaime Durán Barba, «la gente vota por la imagen de los candidatos más que por doctrinas o propuestas» (3).


			La operación consistió en un esfuerzo notable por ocultar el pasado de Mauricio Macri. Su etapa como cara visible de las empresas familiares relacionadas a la Patria Contratista, sus vínculos filiales, su deseo de ser candidato a senador por el Partido Justicialista (4). Todo se enterró en la historia con unas cuantas paladas de marketing político. 


			Más allá de sus devaneos partidarios, su origen empresarial es la mayor sutura que sufrió su narcisismo. Desde el «Manlibagate» (5), que significó el tiro de gracia a la gestión porteña de Carlos Grosso, actual asesor en las sombras del Presidente; pasando por las acusaciones por los porcentajes que los jugadores xeneizes, como el colombiano Jorge Bermúdez, denunciaron que Macri les exigía para autorizar sus ventas al exterior; hasta su procesamiento, en 2001, a raíz del cobro de reintegros millonarios por exportaciones e importaciones de autopartes de la empresa Sevel a Uruguay por medio de Opalsen, otra firma de la familia Macri.


			Desde el PRO, cual bandera, se utiliza un axioma para refutar cualquier idea que los relacione con la ya sistémica corrupción estatal en sus diferentes niveles. Se apoya en la noción de que los partidos considerados «tradicionales» mantienen una relación viciada con las estructuras del Estado, de modo tal que el delito se encuentra enquistado en ellos. Y que el PRO es la «nueva política», que está alejada de esas inmoralidades. 


			Sin embargo, los numerosos casos analizados en este libro, desde diciembre de 2007 a diciembre de 2017, componen una matriz macrista de gestión, cuyas principales características son: sobreprecios en contrataciones públicas (con o sin licitación); malversación de fondos; negocios inmobiliarios con tierras fiscales; obras otorgadas a empresas vinculadas a funcionarios, la familia y los amigos de Macri; partidas para apuntalar candidatos en distintos puntos del país; utilización de fundaciones como forma de financiamiento de la política —lo que adquirió mayor densidad con el caso de la empresa de Fernando Niembro—; personas fallecidas por falta de control ya sea en obras o inmuebles añejos, e incremento de la población en las villas de la ciudad. 


			Un párrafo aparte merece el endeudamiento que toma el gobierno porteño y el de la nación para obras que después no se realizan. O el desembarco de un número inédito de ejecutivos en las carteras nacionales. 


			La Justicia tampoco está exenta de presiones. Así lo exponen jueces y fiscales cuyas posiciones son contrarias a los intereses del Ejecutivo, el copamiento de los organismos de control y el regreso del stiusismo a la Agencia Federal de Inteligencia (ex Side). 


			No queda al margen tampoco el sistema de alianzas tácticas del macrismo con el kirchnerismo, sobre todo antes de la llegada de Cambiemos a la Casa Rosada. Oportunamente, votaron juntos proyectos legislativos clave, muy a pesar de que públicamente se enfrentaban con palabras altisonantes y denigrantes. 


			Por todo esto, el macrismo necesita ocultar y olvidar.


			La anécdota inicial no sólo muestra crudamente las consecuencias de la burocracia estatal dominada por intereses particulares, sino también el imperceptible sistema de premiación que rige para los obedientes. 


			Como si fuese una película en retrospectiva y para disgusto del Presidente, secuencialmente salen a la luz hechos que ponen a Macri y al macrismo frente a su propio espejo, ese que muestra lo que la cirugía marketinera debería haber suprimido. Panama Papers y el Correo Argentino ocupan un lugar central en esa saga. Para lograr su cometido, poco a poco, Macri fue desarrollando un juego de máscaras. Fundamentalmente, expuso una inigualable eficacia para escindir el discurso de los hechos. O sea, duranbarbismo puro: la imagen como principio y final.


			

			

				

					1. Se refiere a pequeños comercios.


				


				

					2. Actualmente, Sebo es coordinador de Seguridad, Salud y Medio Ambiente en el Banco Hipotecario. 


				


				

					3. Jaime Durán Barba y Santiago Nieto, El arte de ganar, Debate, Buenos Aires, p. 136. 


				


				

					4. En Vote fama, de Viviana Gorbato, Macri explicó, al anunciar su candidatura, que elegía el PJ porque «es uno de los más abiertos para los que venimos de afuera de la política». 


				


				

					5. Sin licitación alguna, Grosso, ex montonero, se dispuso a extender el contrato por cinco años y abonar 83 millones de dólares a la empresa de la familia Macri, encargada de la recolección de basura. A pesar de las irregularidades del nuevo convenio y ante la denuncia de que, en definitiva, implicaba renovar el contrato con la firma, que brindaba el servicio desde 1979, Grosso lo envió al Concejo Deliberante. En esa ocasión, se señaló que Mauricio Macri mantenía conversaciones privadas, en sus oficinas del edificio Catalinas, con varios concejales, con el objetivo de cerrar la operación. Uno de ellos era Federico Pinedo, quien, en ese momento, lo confirmó, aunque negó, como era previsible, el ofrecimiento de prebendas.


				


			


		




		

			LA CAJA DE PANDORA


			A las 8.05 de la mañana del miércoles 5 de febrero de 2014, Juan Manuel Colombain llamó al 911 al notar que salía humo de la planta de Iron Mountain, cuya entrada daba a la calle Azara 1245. Diez minutos después, llegaron distintas dotaciones de bomberos y personal de Prefectura Naval Argentina y de la Guardia de Auxilio y Defensa Civil del gobierno de la ciudad de Buenos Aires. Mientras intentaban derribar un portón para ingresar y sofocar el fuego, a las 9.04 la pared de siete metros del depósito que daba hacia Jovellanos se desplomó. Diez personas fallecieron en el acto: ocho bomberos y dos rescatistas (6). 


			La causa que se abrió por el siniestro quedó en manos de la fiscal de instrucción Marcela Sánchez, quien, a posteriori, precisó que durante esa mañana, poco antes de las 8, los empleados de seguridad de la empresa, Oscar Godoy, y de limpieza, Noemí Moya, que estaban en el lugar, concurrieron a verificar si había fuego y corroboraron la existencia de llamas en el segundo sector. Ante eso, Godoy y el supervisor de la planta, Javier Márquez Flores, intentaron combatir el incendio, pero, al ver que eso no era posible, Godoy también llamó al 911. El fuego recién fue extinguido más de un día después. El edificio en el que varias de las firmas más importantes del país guardaban archivos sensibles quedó reducido a escombros y cenizas. 


			Rápidamente, el gobierno de la ciudad salió a desligarse del siniestro. En principio, fue el ministro de Seguridad, Guillermo Montenegro, el encargado de calificar lo sucedido como una «fatalidad». Según explicó, el fuego «aparentemente hizo presión sobre la pared. Esto hizo que cediera sobre los bomberos, rescatistas y personal de Defensa Civil que estaban sobre la vereda y la calle». La fiscal dirigió exclusivamente su mirada a la empresa, casi sin enfocar en la responsabilidad de los funcionarios porteños que debían controlar el estado del edificio y el potencial peligro que corrían quienes trabajaban allí. Como se verá, esa línea de investigación, con algunos matices, fue replicada por Romina Monteleone cuando quedó a cargo de la investigación. 


			En medio de la conmoción, no tardaron en trascender otras situaciones similares de Iron Mountain S.A. (IMSA) en el mundo. Por caso, los cinco incendios (7) registrados en sus plantas de Canadá, Inglaterra y Estados Unidos. Hasta lo sucedido en la Argentina, el caso más resonante había sido el de Alemania, donde se destapó un mecanismo de corrupción por parte de la empresa. Sobre el final de ese 2014, Iron Mountain debió desembolsar poco más de 44 millones de dólares a partir de la denuncia presentada por Brent Stanley, ex empleado, y Patrick McKillop, que trabajó en la industria de gestión de registros, ante la Justicia de California. La presentación versaba sobre facturaciones falsas y sobreprecios en el almacenamiento de documentos gubernamentales entre 2001 y 2014. Producto de la demanda civil iniciada, Stanley y McKillop percibieron 8 millones de dólares del total. 


			En la Argentina, como sobre varios de sus clientes pesaban acusaciones por acciones ilegales —como lavado de activos, evasión tributaria y defraudaciones, entre otros delitos—, se tejieron hipótesis relacionadas con la intencionalidad de los hechos. 


			La Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de Activos (Procelac) se dispuso a analizar el contenido y tipo de información que personas, empresas y bancos guardaban en el depósito incendiado. La unidad conducida en ese momento por Carlos Gonella requirió información sobre el material quemado a Iron Mountain y a 43 de las firmas más afectadas por el siniestro, entre las que se encontraban: Edesur S.A.; ADT Security Services S.A.; Exxonmobil Business; SCA S.R.L.; Mercado Libre S.R.L.; Deloitte & Co S.R.L.; MAPFRE Argentina; Seguros S.A.; Swiss Medical S.A.; HSBC-NYL Seguro de Vida Argentina S.A.; Máxima S.A. AFJP; Anuntis Segundamano Arg. S.A.; BNP Paribas Sucursal Bs. As.; Fideicomiso Revel; Caja de Valores S.A.; Pluspetrol S.A.; Asociart S.A.; Adecco Argentina S.A.; Glaxosmithkline Argentina S.A.; Tele Red Imagen S.A.; Pelikan Argentina S.A.; La Caja ART S.A.; Directv Argentina S.A.; Edenor S.A.; Telefónica de Argentina S.A.; Galeno Argentina S.A.; Arcos Dorados S.A.; Servicio Electrónico de Pago S.A.; Alpargatas Calzados S.A.; Cervecería y Maltería Quilmes S.A.; Jumbo Retail Argentina S.A.; Caja de Seguros S.A.; HSBC Bank Argentina S.A.; Monsanto Argentina S.A.I.C.; HSBC-La Buenos Aires Seguros S.A.; Banco Santander Río S.A.; Telecom Personal S.A.; Esso Petrolera Argentina S.R.L.; Cargill S.A.C.I.; Ministerio de Desarrollo Social; Telefónica Móviles Argentina S.A.; Generali Corpor. Cia. Arg. Seg. S.A.; JP Morgan Chase Bank Sucursal Bs. As.; Aerolíneas Argentinas S.A., y Banco Patagonia S.A. 


			Pistas 


			Una de las cajas que rápidamente atrapó la atención de los investigadores fue la que estaba rotulada como «Perú (Coima Gral. Egesur Electr.)». Pertenecía a Sideco Americana, la empresa de la familia de Mauricio Macri. Lo curioso es que esa caja, que se había informado como perdida, no estaba en la planta que se incendió. 


			Ese punto negro se agravó, ya que en el informe se dejó establecido que el apoderado de IMSA, Guillermo Rivarola, avisó a la Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de Activos, Área Operativa de Mercado de Capitales, que esa caja no se encontraba en Barracas sino en la planta de Iron Mountain que está en el barrio de La Boca. Formalmente precavida, la Procelac dejó entrever la lectura que hacía: «Asumiendo que, si bien no es posible afirmar apodícticamente que la documentación de Sideco Americana se vincula con un delito, tampoco resultaba posible sin más descartarlo, con fecha 21 de abril de 2014 se remitieron antecedentes a la Cámara en lo Criminal y Correccional Federal, a los fines de su sorteo y posterior remisión al juzgado que corresponda, por entender que podrían dar cuenta de la existencia de un delito de acción pública». 


			Dos años después, la documentación que Sideco había guardado en los depósitos de Iron Mountain motivó, Panama Papers mediante, una denuncia realizada por Alejandro Olmos Gaona (8) luego de que la propia empresa reconociese, en 2014, la existencia de la caja KN100156447, cuya etiqueta decía «VARIOS PARATY-PANAMÁ.-OMEXIL-UR». 


			En su presentación ante el fiscal federal Federico Delgado, Olmos Gaona señaló que la documentación del estudio Mossack Fonseca exponía vínculos entre los Macri y Omexil S.A., anotada bajo el número de ficha 69.037, el 23 de marzo de 1981, por el estudio de abogados Icaza, González-Ruiz & Aleman. Es el mismo bufete que constituyó otras offshore del Grupo Macri, como Cadocsa, Kagemusha y Fiat Automóviles Interamericana, «lo que muestra —dijo Olmos Gaona en su presentación— una absoluta identidad en cuanto a las formas operativas de recurrir al estudio que, junto con Mossak-Fonseca, constituyen las firmas que se ocupan de la constitución de este tipo de sociedades». 


			Para el autor de La deuda odiosa, un segundo vínculo estaría en las cajas de Sideco que se echaron a perder en el incendio: «Esa circunstancia hace suponer la existencia de negocios relacionados y muestra cómo es la operatoria habitual del grupo para burlar todo tipo de controles societarios que puedan poner en evidencia actividades que están al margen de la ley». 


			De fondo, en la creación de Omexil residiría «una habitualidad del Grupo, mediante la constitución de diversas sociedades, con fines no explicitados, pero que tanto en el caso de Cadocsa y Omexil S.A. sirvieron para beneficiarse ilícitamente de los seguros de cambio y la posterior estatización de deudas creadas ficticiamente, como demostró la investigación llevada a cabo por los auditores del Banco Central en 1985». 


			Por último, el investigador recayó sobre el Presidente, subrayando que aunque aún no se conoce cuál fue la participación de Macri en Omexil S.A., cuando esta sociedad intervino en la operatoria de autopréstamos detectada «él era director y accionista de Socma S.A. y Sideco Americana S.A., lo que hace suponer el debido conocimiento del objetivo para el que fue constituida la sociedad, y el hecho de su vigencia actual». 


			Las otras cajas sobre las que se puso especial atención en relación con el primer mandatario y su familia portaban estos membretes: «INF. DIAR IECSA BCE BRASIL»; «CÁRCELES IGLYS BLTO NEGRO»; «BRASIL CTAS»; «PORY INMOBILIARIO CHINO ARG» y «URUGUAY PEDIDO DE FONDO 91 PTE». La denuncia quedó «perdida en los laberintos de la causa. No le dio bola el juez Sebastián Casanello», explicó el fiscal Delgado.


			El ex supervisor de Iron Mountain, Mario Escalada, metió el dedo en la llaga al marcar que hubo otros incendios en plantas locales de Iron Mountain, uno en 2005 y otro en 2009. El ex directivo aseguró que «no hay cámaras internas». Explicó que había en el ingreso al edificio, «pero adentro el tránsito es libre, no hay demasiado control». Con respecto a los incendios, agregó que, «si no es controlado a tiempo, al haber material muy inflamable, una vez que agarra es muy difícil de contener (…) hay mucho cartón, mucha caja, mucho papel, todo apilado en estanterías». 


			Acerca de lo almacenado en el interior del depósito, el ex jerárquico afirmó: «La información que se guarda se manda a lugares no fijos, se ponen en diferentes lugares para que no sean de fácil acceso, se va moviendo». Por otro lado, Escalada no descartó que hubiese intencionalidad en el incendio. Y dijo algo que multiplicó las sospechas: lo «tiene que hacer alguien de adentro». «Pudo haber sido que alguien quisiera quemar documentación», remató.


			Iron Mountain


			Especializada en la custodia y administración de documentos, con filiales en los Estados Unidos, Europa y América del Sur, Iron Mountain desembarcó en el país en 1995. Con alrededor de 350 empresas en su cartera de clientes, al momento del incendio, contaba con cuatro plantas (9), tres de las cuales se hallaban en territorio porteño. Algunos años antes, en junio de 2008, según reconoció el entonces presidente de la firma en la Argentina y vicepresidente de Marketing y Ventas para América del Sur, Ricardo García, la región era la «de mayor crecimiento de Iron Mountain a nivel mundial». «La empresa ha realizado fuertes inversiones en los últimos años para hacer sustentable este desarrollo, que permite brindarles a nuestros clientes soluciones con los más altos estándares de calidad», afirmó en un reportaje que brindó a La Nación.


			Lentamente, la imagen profesional de Iron Mountain comenzó a sufrir grietas. Se supo que sobre el final de la gestión de Jorge Telerman, por medio de la Resolución Nº 453 del 17 de mayo de 2007, firmada por el ex ministro de Ambiente Juan Manuel Velasco, quedó asentado el «incumplimiento» en la planta de la calle Zaraza, en Villa Lugano, por no «contar con un plan de contingencia para casos de incendio, firmado por un profesional idóneo». También constaba la falta de un plan de gestión de residuos sólidos y de señales sonoras y visuales para el ingreso y egreso de vehículos al establecimiento. 


			Mientras la fiscal se centraba en los incumplimientos de la empresa y la posibilidad de que el incendio hubiera sido intencional, respaldada por la pericia de la Policía Federal —en ese momento faltaba la de la Universidad Tecnológica Nacional—, los familiares de las víctimas comenzaron a apuntar contra el titular de la Agencia Gubernamental de Control (AGC), Juan José Gómez Centurión. Sin importarles la reticencia de Sánchez, empezaron a prestar atención a lo que testimoniaba, por ejemplo, el inspector porteño Edgardo Castro, quien no sólo responsabilizaba a la gestión de Macri por lo ocurrido en la planta de Barracas, sino que también describía cómo era el sistema de la ciudad para cobrar retornos en el control de todo tipo de obras y emprendimientos. 


			La huella de Gómez Centurión


			Cuando asumió al frente de la AGC, en noviembre de 2012, Gómez Centurión fue presentado como un funcionario implacable para conducir un área atravesada por la corrupción, los derrumbes y los escándalos. 


			Durante su gestión al frente del ente, el ex juez Federico Young no sólo había pedido igualar a las Fuerzas Armadas y a las organizaciones guerrilleras en un seminario organizado en 2007 por el ex mayor del Ejército Pedro Mercado y su esposa Cecilia Pando, sino que también había incorporado como inspectores a seis militares retirados con actuación en la dictadura. Duró poco en el cargo. En enero de 2010 lo sucedió Oscar Ríos. Su paso por la AGC no fue menos cuestionado. Ríos, quien era vocal titular de la comisión directiva de Boca Juniors y acompañó a Daniel Angelici durante su primera gestión, fue eyectado cuando, en agosto de ese año, se produjo la implosión en el gimnasio de Villa Urquiza. Al momento en que se desmoronaba el edificio, el funcionario se hallaba votando en el club de la ribera y no respondió a la alarma.


			En el discurso oficial, Juan José, cuya fama de «severo» tenía raíces familiares, llegaba para «poner orden». El padre de Gómez Centurión tuvo un recorrido poroso a lo largo de las dictaduras militares de la segunda parte del siglo XX que sacudieron al país. Fue interventor de la CGT salteña durante el régimen liderado por el general Pedro Eugenio Aramburu y edecán de Arturo Frondizi cuando el hombre del Partido Intransigente se convirtió en presidente. El general Luis Gómez Centurión ingresó como profesor permanente en la Escuela Superior de Guerra del Ejército, en momentos en que la doctrina francesa de la contrarrevolución empezaba a hacer mella sobre la generación castrense que protagonizó la década del ’70. En torno del «Mendozazo» aparece un relato que sitúa a Gómez Centurión, por entonces a cargo de la VIII Brigada de Montaña, intentando fogonear, en 1972, una represión aleccionadora, junto con Alcides López Aufranc, que no contó con el apoyo del gobernador de facto Francisco Gabrielli. En 1976, Jorge Rafael Videla lo designó al frente de la intervención en Corrientes, cargo en el que se mantuvo hasta 1981. De acuerdo con la investigación realizada por el periodista correntino Arturo Helman, durante ese lapso, en la provincia hubo 71 desaparecidos. Gómez Centurión (p) murió en 2006 sin ser juzgado. 


			Juan José siguió los pasos de su padre. El 8 de marzo de 1976 ingresó al Colegio Militar. Tres años y medio más tarde egresó como subteniente. Corría diciembre de 1979. 


			Uno de los hitos de su carrera más promocionados por el macrismo fue su participación al frente de una compañía del Regimiento Nº 25 en la Guerra de Malvinas, de donde salió condecorado con la Cruz al Heroico Valor en Combate (10), la más alta distinción militar argentina. Años después, en el programa radial «Malvinas, su historia», conducido por José Negretti y Esteban Tries, recordaría cómo el general ultranacionalista, Mohamed Alí Seineldín, conocido por su adhesión al integrismo católico y su ascendencia sobre los «carapintadas» que se alzaron contra la democracia a fines de la década del ’80 y principios de los ’90, «nos tomó juramento en secreto y nos mostró el mapa de las islas. Partimos buscando la gloria. Los únicos que sabíamos éramos los oficiales». Para Seineldín, lo que sucedió en el archipiélago fue una «gesta religiosa» (11).


			En el relato macrista se suele soslayar la intervención de Gómez Centurión en el levantamiento carapintada contra el gobierno de Raúl Alfonsín. En una oportunidad intentó justificarse y argumentó que eran «muy jóvenes y había mucho enojo con la cúpula militar, que no terminaba de reestructurar un Ejército que había perdido la guerra». 


			A pesar de que a los 49 años se retiró con el grado de mayor, su filiación ideológica se mantuvo inquebrantable. Así quedó expuesto en 2004, cuando participó de la presentación del libro La Argentina indefensa, del escritor Rodolfo Balmaceda, con el ex capitán carapintada Gustavo Breide Obeid (12), por entonces presidente del Partido Popular de la Reconstrucción (PPR). 


			«Este (por la AGC) era un lugar muy sospechado de muchas cosas y muy poco probado. ¿Será más fácil procesar a un vicepresidente de la nación o a un inspector? Yo no tengo un solo inspector procesado», se jactó como funcionario porteño. Había accedido a la dirección ejecutiva de la agencia en noviembre de 2012.


			El desempeño de Gómez Centurión en la AGC fue a toda orquesta: en agosto de 2013, revocó la habilitación de 25 locales nocturnos en los cuales se comprobó que, a pesar de que contaban con el permiso comercial para funcionar, se ejercía la prostitución. La mayoría de ellos funcionaba en Recoleta. 


			En esa oportunidad, la vicejefa María Eugenia Vidal señaló que «con estas clausuras y revocaciones, damos un mensaje muy claro. Estamos demostrando nuestra vocación de ir a fondo contra el funcionamiento de los prostíbulos. La ciudad de Buenos Aires no es un lugar apto o permisivo para que se desarrolle este tipo de actividades. No vamos a parar en la lucha contra la trata». 


			Uno de los que lo elogió fue el referente de La Alameda, Gustavo Vera, quien no tardaría en cambiar de opinión. Lo terminó considerando el «cajero de la AGC». Justamente, el trato con los prostíbulos y los talleres clandestinos fue uno de los principales cuestionamientos. 


			La Alameda apuntó contra Ignacio Palazuelos (13), director ejecutivo del Comité de Prevención y Seguridad para Eventos Deportivos. Según Vera, el funcionario era a la vez abogado de Linon S.A. (14), «la empresa que explota un prostíbulo en Recoleta», lindero a la sede de la Comuna 2, en la jurisdicción de la Comisaría 19ª de la Policía Federal. «Por ser funcionario de seguridad y a su vez, abogado patrocinante de un tugurio es que denunciamos hoy a Ignacio Palazuelos en el Juzgado de Instrucción Nº 23, bajo el número de causa 58002/13», sostuvieron los acusadores en octubre de 2013. En la misma denuncia narraron que todo fue tan extraño que el acta de cierre de la mediación entre Linon y la ciudad fue firmada por Palazuelos. Algo que Vera no sabía era que Palazuelos, por la Resolución Nº 249, había sido designado por Guillermo Montenegro como responsable de la caja chica de su repartición. Pero al gobierno porteño poco le importaron las desprolijidades e incompatibilidades. En lo que hace a Palazuelos, nada cambió. El funcionario acusado se mantuvo en su puesto durante la administración de Horacio Rodríguez Larreta. 


			Posteriormente, en el caso, se desencadenó una serie de movimientos que impactó de lleno en la figura de Gómez Centurión. El 24 de abril de 2013 se le obstruyó una inspección a la AGC en «ZOOM». Casi un mes más tarde, el 21 de mayo, clausuraron el local situado en Maipú y Córdoba. Sin embargo, a pesar de la medida, el prostíbulo siguió funcionando las veinticuatro horas. A partir de ese momento, la confianza sobre Gómez Centurión comenzó a resentirse en diversos sectores. 


			En la presentación del Mapa del Crimen Organizado, La Alameda remarcó: «Resulta por demás sugestivo que un funcionario ordene la clausura de un establecimiento que vulneraría las normas de seguridad, higiene y moralidad y que otro funcionario de idéntica jerarquía del mismo Ministerio a cargo de Montenegro defienda los intereses de esa sociedad patrocinándola en acciones legales contra los que promovieron la intervención del organismo de control» (15). 


			La trama era más compleja aún. En mayo de 2015, ante la muerte de dos niños en un taller clandestino, situado en el barrio de Las Flores, la oposición reclamó en la Legislatura la interpelación del dueto compuesto por Gómez Centurión y Ezequiel Sabor, a cargo de la Subsecretaría de Trabajo porteño. 


			Los legisladores remarcaron que el 21 de noviembre de 2014, la Procuraduría de Trata y Explotación de Personas (Protex) había presentado una denuncia sobre posible trata de personas con fines de explotación laboral ante la Dirección General de Protección del Trabajo (DGPDT) de la Subsecretaría de Trabajo, Industria y Comercio del gobierno de la ciudad. Sin embargo, en «la Providencia de la DGDPT (PV-2014-16953958-DGPDT) se expresa que “no registran inspecciones en materia de Higiene y Seguridad en dicho inmueble”». En la sesión, en la que se encontraba presente el padre de los chicos fallecidos, los opositores marcaron que existen 2.000 talleres clandestinos en la ciudad, donde «miles de trabajadores son víctimas de empresarios inescrupulosos, que pagan 10 mangos una pilcha para después venderla a 1.500 en Patio Bullrich». También sostuvieron que en la Subsecretaría de Trabajo, en ese momento a cargo de Sabor, «la mitad del personal está precarizada». 


			Para el referente de La Alameda, era factible entablar un paralelismo con las intervenciones de los diputados macristas cuando se realizó el juicio político contra Aníbal Ibarra por la tragedia de Cromañón. En el fondo, se discutía lo mismo: la responsabilidad del Estado. Vera pidió al oficialismo que se «ablande» y no trabe la convocatoria a los funcionarios en cuestión, para lo que mostró el Expediente 1.464/14 de la Protex, creado a partir de su denuncia en septiembre de 2014. El titular de la ONG y entonces legislador porteño habló de 3.000 talleres clandestinos: «Denuncié a 450 en el último año en la ciudad, de los cuales la abrumadora mayoría no fueron inspeccionados. ¿Saben por qué es grave esto? El jueves pasado —y está en la versión taquigráfica— mencioné que el titular de la Agencia de Control Comunal, el 28 de abril había prorrogado la habilitación del local New Port como local bailable de expendio de bebidas. Denuncié que, si se fijaban en la página de Internet, era un prostíbulo. Y así se presentaba. En noviembre de 2013, hubo un allanamiento a 9 prostíbulos en el que intervinieron el juez federal Ariel Lijo —a quien nadie puede acusar de oficialista “nacional”— y la Policía Metropolitana —de la que nadie puede decir que no es oficialista—. En New Port rescataron a 12 mujeres explotadas y los dos dueños están presos», destacó. E interpeló a sus pares oficialistas: «Muchachos, el director de la Agencia de Control Comunal habilitó un boliche, se publicó en el Boletín Oficial y a los quince días estaban presos por trata de personas. Esto tramita en un juzgado reconocido por su independencia y con las fuerzas de seguridad de ustedes». 


			La oficialista Carmen Polledo fue la encargada de tratar de enfriar los ánimos durante la sesión. Pidió que se aguarde la respuesta del Ejecutivo ante el pedido de informes. El tratamiento sobre tablas, finalmente, fue rechazado. Se necesitaban 40 votos (los dos tercios del cuerpo) y solo se registraron 31 afirmativos. Hubo 26 negativos, del PRO y sus aliados. 


			Las acusaciones de La Alameda afloraron, nuevamente, cuando Gómez Centurión se convirtió en director de la Aduana. Fue nombrado por el presidente Macri en diciembre de 2015. Su desempeño público volvió a estar en boca de todos. Fue separado de su cargo por sospechas de corrupción en agosto de 2016. Entonces, los fantasmas en torno a la labor porteña del ex militar volvieron a ganar terreno. Lucas Schaerer, que era director de la Comisión Especial de Trata de la Legislatura porteña, recordó que «el juez Sebastián Casanello procesó a los dueños del boliche Stravos en una causa que denunciamos por ser un prostíbulo al cual Gómez Centurión le otorgó la habilitación. Lo mismo hizo con New Port, al que también habilitó y un mes después se cayó por la denuncia de Gustavo Vera en el recinto de la Legislatura». Asimismo, agregó Schaerer que «hubo decenas de inspecciones al boliche Le Click, pero Gómez Centurión nunca tomó una decisión y después se produjo la violación de una chica». 


			La AGC concentra el ejercicio del poder de policía en lo referente a las condiciones de habilitación, seguridad e higiene de establecimientos privados. A su vez, tiene la competencia para fiscalizar, a través de su cuerpo de inspectores, locales comerciales y boliches. Uno de los casos paradigmáticos, que también aparecía en el Mapa de La Alameda, era el del prostíbulo situado en avenida Rivadavia 3007, a 200 metros de la AGC, propiedad de Rafael Levy, quien, a la par, era dueño de República Cromañon, por cuyo incendio fue condenado a 4 años y medio de prisión bajo la figura de «estrago culposo». El prostíbulo fue filmado con cámara oculta y denunciado en reiteradas ocasiones (2008, 2011 y 2012) por La Alameda. A pesar de que fue clausurado, siempre reabrió. 


			Schaerer recordó que se denunciaron 170 talleres clandestinos y un millar de prostíbulos, de los que «la mayoría tenía la habilitación que Gómez Centurión les había dado». Pero el PRO cerró filas, negó la interpelación y cuando asumió el gobierno nacional premió al ex carapintada con un ascenso. Por eso, cuando el ex militar fue congelado por unos meses, desde La Alameda exclamaron que Macri «no puede desayunarse ahora con que Gómez Centurión es un corrupto». 


			En la clandestinidad


			La problemática de los talleres clandestinos en la ciudad alcanza niveles impensados a raíz de la falta de registros rigurosamente elaborados. Así quedó plasmado en el informe que en 2016 difundió la Protex, tras realizar inspecciones en 518 talleres textiles. El listado se confeccionó a partir de un aporte de Vera, investigaciones preliminares y otras denuncias que fueron recibidas en la Procuraduría. 


			Según los datos que arrojó el trabajo: 


			–	En el 39% de los casos en los que se encontró un taller de costura se detectó al menos una empresa vinculada con la explotación comercial de la ropa producida. 


			–	Apenas el 2,19% de los lugares investigados cumplía alguna normativa laboral y estaba habilitado para funcionar.


			–	El 1,7% eran talleres familiares sin trabajadores.


			–	El 96% de los inmuebles presentaba alguna ilegalidad.


			–	El 31,3% de los casos no estaban habilitados para funcionar.


			–	En el 33,4% los ocupantes del taller opusieron resistencia a la inspección.


			–	En el 31,5% de los locales visitados no existía un taller de costura en el domicilio.


			–	El 33,4% de los domicilios programados para inspección no pudieron ser relevados. 


			–	Se clausuró el 61% de los talleres inspeccionados.


			–	El 70% de los trabajadores de los talleres son extranjeros. 


			–	La mayoría de los talleres textiles está compuesto por cinco o diez empleados no registrados.


			–	Se realizaron 34 denuncias por los delitos de trata de personas, reducción a servidumbre o delito conexo. 


			Las condiciones laborales fue otro de los aspectos que saltaron a la vista y merece un párrafo aparte, ya que la mayoría de los talleres no tenía actas en las que constasen cuestiones sustanciales como el tiempo de duración de la jornada laboral, la remuneración percibida y si en el lugar hubo presencia de trabajadores o si se encontraron máquinas, por citar algunos ejemplos.


			Plata quemada


			Promediando 2013, la AGC impulsó una maniobra irregular que se volvió usual dentro de la gestión porteña macrista. 


			El 26 de marzo, el abogado Mariano Mendilaharzu, vinculado a Rodríguez Larreta —a quien defendió en una causa judicial (16)—, fue contratado para llevar a cabo «un servicio de consultoría para el desarrollo de mejores prácticas inspectivas, a efectos de posibilitar consultas en línea relativas a cuestiones técnico-jurídicas en materia contravencional y/o penal, en ocasión del ejercicio del poder de policía desempeñado por esta Agencia Gubernamental de Control». Según el Expediente 523904-2013, se le abonaron poco más de 610.000 pesos, en tres cuotas. Sin embargo, el asesoramiento no se llevó a cabo. 


			La contratación directa se dio merced del Decreto Nº 556/10, que les permite a los directores generales y directores del gobierno porteño disponer de 2.000.000 y 2.500.000 de pesos mensuales, respectivamente, para contrataciones directas. Es más, Gustavo Veiga consignó en Página/12 que el letrado «asesoraría en temas penales a Gómez Centurión» (17) en momentos en que el hombre fuerte de la AGC era denunciado por un centenar de inspectores de la Subsecretaría de Trabajo. 


			Poco tiempo después, cuando estalló lo que se conoció como el FIFAgate, Mendilaharzu defendió al argentino Alejandro Burzaco, hermano de Eugenio, secretario de Seguridad de la nación y ex titular de la Metropolitana tras la salida de Palacios y Chamorro. En el marco de la causa por el escándalo ocurrido en la FIFA, Alejandro, ex CEO de Torneos y Competencias, permaneció detenido entre noviembre de 2015 y febrero de 2017. Recuperó la libertad bajo una fianza de 10 millones de dólares. Está imposibilitado de salir de Estados Unidos. 


			Desgaste verificado


			Meses más tarde, cuando se conoció el Decreto Nº 217/2014 (18) del gobierno porteño, por medio del cual se disolvió la tarea de los Verificadores (19) de Obras, Habilitaciones y Elevadores, el ex legislador por el MST Alejandro Bodart presentó un recurso de amparo contra Gómez Centurión. Señaló que «se debilitan los controles públicos en el ámbito de la ciudad» y que después de Cromañón, Once (20) y Beara (21) y los numerosos derrumbes que registra la ciudad «cualquier medida que implique modificar tales controles debe ser cuidadosamente evaluada».


			El vínculo entre los verificadores y la ciudad nació a partir de Cromañón cuando, a través de sorteos, empezaron a controlar obras. Compuesto por casi 1.500 agentes, el cuerpo de verificadores tenía la responsabilidad de visar el desarrollo de alrededor de 4.000 trabajos en simultáneo. Gómez Centurión redujo el equipo de verificadores a apenas 20 personas. Para Bodart, «Goméz Centurión logró liquidar el registro porque tenía mucho poder. En fin, a él lo bancan porque conoce todo el manejo sucio de la ciudad. Conoce el circuito de corrupción de todo lo que tiene que ver con habilitaciones» (22). 


			La ex presidenta de la Asociación de Profesionales Perito-Verificadores (APPV), arquitecta Eva Lilian Rodríguez, aseguró que Gómez Centurión mintió al justificar su medida por acciones non sanctas por parte de los inspectores, y coincidió con Bodart en que el ex militar fue quien culminó la estrategia de desgaste que había comenzado cuando el PRO llegó al poder en la ciudad. Una de las claves estuvo en el salario: «Como no actualizaban la cifra que nos pagaban, nos obligaron a convertirnos en monotributistas y terminamos en negativo» (23). 


			Para Rodríguez, el momento de conseguir la habilitación para el funcionamiento de un local es uno de los nichos de corrupción más palpable: «Se requiere toda una documentación que un edificio en construcción sin final de obra no puede presentar, por lo que no sería habilitado». Antes de que Gómez Centurión avanzase con su disolución, la APPV le mandó varias notas. Alarmada por el incremento de accidentes en obras en construcción y la caída de ascensores, entre mayo y julio de 2014 le reclamó una audiencia. Nunca obtuvo respuesta. La intención de la comisión directiva era describirle al funcionario las irregularidades que se cometían en el control de obras, comercios y edificios. Su presidenta explicó que Gómez Centurión no quiso escucharlos. Entre el 21 de mayo y el 29 de julio, contó, le envió cinco correos con una nota de cinco carillas en la que, entre otras anomalías, mencionaba que al verificador se lo desplazaba. Se lo hacía participar «en forma tardía, sorteado para una etapa de obra incorrecta y en muchos casos se la encuentra finalizada, y más aún, hasta habitada, aunque sabemos que ilegítimamente porque el trámite de la obra sigue en curso y requiere de nuestros informes. Este funcionamiento aporta a que no se cumpla con los debidos controles», relató en el escrito.


			El reclamo para estar en cada obra desde el primer momento tenía sus fundamentos: «Los sorteos no se corresponden con la etapa de avance de la construcción que nos llaman a verificar y se nos envía siempre tarde. Nosotros queríamos estar no solamente cuando se levantaba sino también cuando había movimiento de suelo, cuando se hacían los pozos, queríamos ver la metodología con la que se trabajaba. Así se reduce el riesgo. Fue una lucha, estaba por salir la ley, pero no se pudo», se lamentó Rodríguez.


			Otro de los actores de la ciudad que recayó sobre los mismos puntos fue el de los dueños de bares, encuadrados en la Cámara de Pubs, Bares y Afines de Entretenimiento Nocturno (Capbaen) de la ciudad. Su presidente, Demián Español, denunció un circuito de corrupción creado por el sistema de controles, fundamentalmente, en la zona de Palermo: apuntó contra la Dirección General de Fiscalización y Control (DGFyC) de la AGC, que conducía Luis Pedro Chapar. Pierre Louis —como también lo llaman sus conocidos— reemplazó a Gómez Centurión al frente de la Aduana, en 2017, luego de los escándalos. 


			«Nos piden que hagamos cientos de trámites para lograr la habilitación definitiva, certificados, permisos, papeles de todo tipo, y cuando los presentás te piden otra cosa, no hay forma de conseguirlo» (24), explicó Español, quien manifestó que casi la totalidad de los bares y pubs de Buenos Aires trabajan con habilitaciones provisorias. «Hacen marketing con la bandera de Cromañón. Todos los fines de semana ponen las fajas de clausura haciéndole creer a la gente que la están cuidando. Pero en verdad alimentan un circuito de corrupción con el que están ahogando a los comercios y sus fuentes de trabajo. Nosotros no podemos tomar gente y ponerla en blanco y a la vez pagar estas multas ridículas», criticó. Según Español, la única manera de lograr la habilitación definitiva era pagando el «combo», que implicaba desembolsar 100.000 dólares y entregarlos a un gestor. «En seis meses estaba todo listo».


			Gerenciar la corrupción


			«Hay que darle trabajo a Constitución. Yo puse una tintorería y un prostíbulo porque, si no, las sábanas están sucias», se mofó, en julio de 2009, Mauricio Macri en referencia a las críticas de Fernando «Pino» Solanas, que lideraba la lista de candidatos de Proyecto Sur para las elecciones de 2009, y le enrostraba la cantidad de prostíbulos que había en la ciudad. Sin querer, el entonces jefe de Gobierno porteño estaba graficando el circuito denunciado por la oposición y los empleados estatales. 


			El inspector y delegado general de la comisión interna de ATE en la Dirección General de Protección del Trabajo, Edgardo Castro, no tiene dudas: «El macrismo llegó para gerenciar la corrupción» (25). El representante gremial contó lo que sucedió cuando fue a inspeccionar el lavadero El Lucero que en 2010 había ganado la licitación para tercerizar el lavado de ropa de cama en dieciséis hospitales: «El gobierno de la ciudad, vía el entonces ministro de Salud porteño —luego nacional— Jorge Lemus, llama a una licitación pública para tercerizar los lavaderos hospitalarios. Cuando fuimos a controlar, encontramos un sinnúmero de irregularidades. La situación se puso muy violenta, porque los íbamos a clausurar. Llamamos a la base y nadie nos contestaba por los handies. Nos dejaron solos, nos mandaron una patota. Notificamos que estaba clausurado, pero no pudimos pegar la faja porque nos sacaron corriendo. La policía no nos apoyó, desaparecieron todos los funcionarios del organismo y llamó (Fernando) Cohen para decirnos que nos vayamos, que no hagamos nada. Esto, en lugar de decir que aguantemos, que nos mandaban los refuerzos necesarios. Pero nos quedamos e hicimos la denuncia en la policía. Días después, enviaron a otro del grupo de tareas a levantar la clausura a pesar de que no cumplieron con nada» (26). Lemus fue denunciado por diseñar presuntamente una licitación para que fuera ganada por tres lavaderos, entre ellos El Lucero. 


			Había un antecedente grave. En 2011, a partir de una seguidilla de denuncias por anomalías y la sospecha de que se estaban duplicando expedientes, la Legislatura elevó un pedido de informes solicitando, bajo la Resolución Nº 109, que se dieran a conocer «los mecanismos de control, correlatividad, distribución y devolución de las actas de inspección tramitadas ante la Dirección General de Protección del Trabajo y los funcionarios responsables de dicho control». También solicitó que se «informe si al cierre del ejercicio 2010 existían actas de inspección no devueltas». En los fundamentos, explicaban que habían tenido acceso a fotocopias del libro de control de la entrega y devolución de actas de inspección. A partir de eso, notaron que, teniendo en cuenta la correlatividad numérica de las actas, faltaban 14.800. Es decir, más del 60% del total. Debían totalizar 23.300 y sólo había 8.500. De ese grupo, «en 4.200 casos no hay ninguna constancia de que las mismas hayan sido devueltas». El disparador de la pesquisa fue la inspección que supuestamente se había realizado en el gimnasio Orion, de Villa Urquiza, donde a causa de un derrumbe murieron Luis Lu, Maximiliano Salgado y Guillermo Fede. Después, se supo que a los inspectores no les permitieron llevar adelante el control. El hecho no fue denunciado. El gobierno decía haber hecho lo correcto, pero el tiempo demostró lo contrario. 


			Como la causa no avanzaba, Patricia Izraelewicz, madre de Maximiliano Salgado, cuestionó al gobierno. Dijo que «hay mucha especulación inmobiliaria y corrupción» y por eso «no se repara en tragedias evitables, como esta y muchas otras de los últimos años. Desde el gobierno de la ciudad no dicen nada, se desligan de toda responsabilidad, pero tienen gran parte de la culpa. A medida que me fui metiendo en la causa Orion pude darme cuenta de que ellos la podrían haber evitado». 


			La respuesta a lo requerido por los legisladores, entre los que se encontraba el abogado Marcelo Parrilli, estuvo a cargo de Héctor Aguirre, en ese momento responsable de la Dirección de Protección del Trabajo. El funcionario describió el procedimiento que recorren las actas cuando son retiradas por los inspectores. A su vez, afirmó que no había «actas sin devolver». Respecto del gimnasio Orion, sostuvo que llevaron a cabo dos visitas. En la primera, no había nadie. En la segunda, indicó que «nuevamente no había nadie, ni materiales, ni herramientas, ni maquinarias de obra». Casualidades de la política, esa misma había sido la respuesta de Marcos Peña, quien entonces se desempeñaba como secretario general del Gobierno porteño, cuando la Uocra criticó la falta de un Programa de Seguridad e Higiene que, según la Resolución Nº 35/98 de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, es obligatorio. 


			El sindicato de la construcción había presentado una denuncia el 17 de junio de 2010 en la que hacía foco sobre el riesgo que corría la salud de los obreros por las falencias que registraba la obra. La justificación de Peña fue la que replicó Aguirre un año después: «Tras la denuncia, se hizo una inspección al día siguiente y otra el 13 de julio, pero en ningún caso se encontró actividad. Siempre se espera unos 30 días cuando un operativo de este tipo no se puede realizar. Evidentemente, la obra se retomó con alto ritmo en los últimos días», había afirmado en la nota ante la Dirección de Relaciones Laborales y Protección del Trabajo.


			El testimonio de Castro alcanzó visibilidad pública cuando se cumplió el primer aniversario del incendio de la planta de Iron Mountain. Ante la lentitud de la investigación, públicamente responsabilizó al macrismo y, a la par, profirió duros cuestionamientos contra la fiscal Romina Monteleone —a quien consideró «cómplice» de la empresa y el gobierno— por el desarrollo de la pesquisa. 


			El inspector relató cómo fue su actuación en la planta incendiada. En 2008, «efectivicé la clausura mediante un acta. Después, había que convalidarla por una disposición del director. Eso se hace a efectos de que no haya abusos por parte del inspector actuante. Pero eso nunca ocurrió», afirmó. Cuando trascendieron estas declaraciones, Monteleone emitió un comunicado para desmentir a Castro: «El ingeniero Edgardo Castro, inspector del GCBA, nunca inspeccionó en el año 2008 el depósito de la firma Iron Mountain que resultó siniestrado. Al respecto, se informa que el propio GCBA inició un expediente administrativo, bajo el nro. 2450435-MGEYA-DGSUM-2014, el cual fue aportado en copias a la Fiscalía. Del mismo se desprende que ninguna de todas las inspecciones realizadas por aquel durante dicho año, las que fueron detalladas en un pormenorizado listado que consigna día, hora y lugar de cada inspección realizada por aquel durante 2008, fue en el mencionado depósito. (…) Estas circunstancias, que inicialmente fueron consideradas por el GCBA como una confusión por parte del inspector, le han sido informadas en el marco del mencionado sumario, lo que da la pauta de que, en la actualidad, aquel tiene pleno conocimiento de la falsedad en la que incurre al dar a la población información espuria en torno a una inspección que jamás llevó a cabo. Es por estos motivos que jamás se lo citó a prestar declaración testimonial, dado que no tiene nada que aportar en torno al siniestro ocurrido en el depósito de la calle Azara». 


			Castro no se calló y contestó: «Que la fiscal se base en el registro de uno de los responsables del asesinato me parece un acto de parcialidad absolutamente manifiesto». Si bien se había apagado el fuego en el edificio de Iron Mountain, la temperatura política continuaba en ascenso. En ese momento, Castro se refirió a los días posteriores al siniestro. En el programa televisivo Tercera posición, que conduce Rolando Graña por América, Castro anticipó: «“No vaya a ser que hayan desaparecido las actas”. Yo ya sabía que habían desaparecido, pero si después las hacen aparecer, te dejan como un mentiroso. Hay algo que la fiscal no responde: yo dije que puse los números de faja de clausura y esos números de faja tienen un registro que está asociado con un acta. Entonces, si yo requiero las fajas, firmo un libro donde las retiro. Si yo no las utilizo, las tengo que devolver, y si no las devuelvo es porque no las afecté a un acta. O sea que no me puedo afanar las actas. O las usé o las devuelvo. Esto está registrado» (27). 


			El inspector explicó que, cuando fue a inspeccionar Iron Mountain, iba de hacer otra clausura: «Pongo las fajas de clausura, hago las actas, que tienen que ver con las condiciones de seguridad del edificio, y se las llevo a mi superior de ese momento, Fernando Cohen, por entonces coordinador de Higiene y Seguridad, a quien le pido la disposición de clausura. La norma dice que tiene que haber una disposición que avale o rectifique tu acción como inspector, para que no clausures porque se te canta. Al día siguiente, Cohen me dice: “No se van a hacer las actas, me lo pidieron de arriba”. Eso implica que el ministro se lo pidió. Después, termina confesando que fue Montenegro, por lo que las actas desaparecen». 


			El inspector porteño volvió a cargar contra Monteleone y dijo que lo que la fiscal decidió obviar es que el acta puede desaparecer, pero el número de faja no, por eso queda registrado. «Llegaron a duplicar actas y hacer desaparecer expedientes, alrededor de 20.000. Esto también lo tengo grabado. Sin embargo, la fiscal nunca me llamó a declarar. Lo que siempre digo es cómo, si nunca fui, según la fiscal, conozco desde adentro lo que pasó» (28), sentenció. Y añadió otro elemento para sostener su relato: «Yo me había olvidado. Mi compañero Oscar Seguel me recordó que había sido mi chofer ese día de la clausura de Iron Mountain, lo que está declarado en otra causa». 


			Cuando se cumplió el primer aniversario del incendio del archivo, Castro fue mucho más allá y directamente tiró contra el sistema. Quería demostrar que no se podía concentrar toda la investigación en un fotograma y obviar la película. Fue entonces cuando dio a conocer las grabaciones que había tomado de sus conversaciones con quien era coordinador de Inspección del gobierno porteño, Fernando Cohen. 


			«Cuando veo que el macrismo trabaja así (29), algo que nos sorprendió a todos, comienzo a grabar y sacar copias para que no nos vuelva a pasar. Es más —arriesgó el funcionario—, tengo la hipótesis de que la habilitación de esa planta de Iron Mountain es trucha, porque el mismo que la firma es el arquitecto Edgardo Nardi, quien después se convirtió en funcionario macrista». Llamativamente, como consta en la causa, el expediente de habilitación de esa planta se extravió. En uno de los videos que registró Castro, de agosto de 2010, su superior revela el modus operandi del macrismo. El audio es claro. Y su contenido, contundente. Cohen le dice a Castro: «Ya te expliqué cómo fue lo de Beta, no se pudo clausurar», en alusión al laboratorio cuyo dueño era Gregorio Goyo Zidar (30), uno de los vicepresidentes de Boca Juniors durante dos de los tres períodos consecutivos en que Macri estuvo al frente del club. «¿Sabés de quién es Beta? De Goyo Zidar, el que era directivo de Boca, amigo de Macri. Llamó Macri en ese momento», reveló Cohen para explicar por qué no se pudo clausurar el laboratorio. A pesar de la difusión televisiva de las grabaciones, Cohen fue respaldado por Rodríguez Larreta, en cuya gestión se desempeña como responsable de la Dirección General de Protección del Trabajo. 


			En relación a lo ocurrido en Iron Mountain, en mayo de 2015, cuando Gómez Centurión fue interpelado por los legisladores porteños de la Comisión de Desarrollo Económico, Bodart lo cruzó: «¿Por qué creo que estamos discutiendo la responsabilidad del Estado? Porque hay muchas muestras de que no se cumplimentaron las normas para que ese edificio estuviera en condiciones de soportar un incendio, y eso es responsabilidad de la ciudad, que para eso tiene los controles necesarios para evitar que esto pase. Supongamos que no fue intencional el incendio, pero lo mismo: no estaban las condiciones y fallecieron los agentes. En ambos casos hay responsabilidad estatal por no haber instrumentado los controles. ¿A usted no le parece raro que se haya perdido el expediente, pero que al mismo tiempo en la Subsecretaría de Trabajo haya inspectores que vienen diciendo que en 2008 esto no tenía que estar habilitado y también se perdieron todos esos expedientes? En dos secretarías distintas, completamente distintas, sobre este hecho se ha perdido todo. (…) Estamos en una ciudad donde permanentemente hay muertes. Si las cosas se hicieran de la manera correcta, esas tragedias se podrían evitar». 


			Gómez Centurión respondió con una evasiva, algo que no sorprendió (previamente, había falseado información existente en la causa al afirmar que «el peritaje de la Policía Federal Argentina concluyó que el incendio fue intencional y no por fallas de controles»). «Cuando habla de los niveles de peligrosidad —contestó el director de la AGC—, me parece que es un tema demasiado serio como para redondearlo por arriba. El riesgo es una matriz de análisis que tiene dos variables: nivel de impacto y probabilidad de ocurrencia. Sobre eso se diseña la curva del riesgo. En una ciudad como Buenos Aires, como cualquier ciudad del mundo, el riesgo nunca es cero. ¿Cómo tiende a cero? Con legislación, con controles. Si esta ciudad no tuviera los controles que tiene, no tuviera la legislación que tiene, el riesgo sería muchísimo más alto de lo que es hoy». 


			Contratos polémicos


			Para enfocar el sistema y no perderse en lo particular, Castro dio dos ejemplos de la connivencia entre el macrismo y un sinnúmero de empresas que tienen contratos con el Estado porteño. 


			Uno es el caso de Ramón Chozas, gráfica que cuenta con varios contratos con el Gobierno de la ciudad. Esta firma, además, se encarga de la impresión de formularios para inspección, documentación de seguridad, cheques y tarjetas. Creada en 1909, entre sus marcas más conocidas se encuentran Húsares y Capitolio. Luego de inspeccionarla en 2008, se realizó un pedido de inhabilitación por falta de medidas de seguridad, como bandejas antiderrame para contener todos los productos químicos (alcohol isopropílico, tintas, etcétera). Días después, la empresa presentó un cronograma de adecuación para realizar las reformas y evitó la clausura. No obstante, nunca le dieron la orden a la comisión de inspectores para que verificara su cumplimiento. 


			El segundo caso corresponde al mundo de la construcción. «Vas a la obra y clausurás. Entonces, el que lleva adelante la obra busca sus contactos, llama al director, coimea. Este manda a un amigo, al frente de lo que llamamos los “grupos de tarea”, a levantar la clausura. Por eso, en uno de los videos le reclamo a Cohen que no me use más de boludo para presionar, porque después ellos levantan la coima», indicó Castro, quien comenzó a sufrir presiones. 


			El inspector realizó una serie de denuncias en mayo de 2014 por presiones laborales. Obtuvo sentencias favorables a comienzos de 2017. «Me ponían como ausente los feriados. Después, a los que hablaban conmigo los apretaban. A un compañero le llegaron a pagar 84 pesos por un mes. Pero ahora salieron los juicios y sólo a mí van a tener que pagarme 144.000 pesos», indicó. Aparte de la causa de Castro, también tuvo sentencia favorable el expediente «Stohbaver, María Alejandra c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires» (31), luego de que el gobierno de la ciudad intentase dejarla cesante. 


			Indicios que arden


			Las inspecciones sobre las plantas de Iron Mountain ya venían caminando mal, puesto que, según rememoró Castro, «cuando pasa lo de Azara (32), me llaman unos compañeros de Iron Mountain y me comentan que los están apretando». Castro buscó las direcciones en la propia propaganda de la empresa, llamó a varios compañeros y fueron a recorrer las diversas plantas: «Primero, fuimos a la de Saraza (33), en Lugano, y nos encontramos con que no existía la planta. Averiguamos y nos encontramos con que estaba tres cuadras más adelante. Tenía la dirección trucha. Después, fuimos al depósito de Pedro de Mendoza Nº 2147. En esta, ya cuando te parás afuera decís: “Listo, no hay nada que discutir, no tiene salida de emergencia, las mismas características constructivas que la otra”. Entonces, hago la denuncia sobre esa planta a mi subsecretario, Sabor. Ellos empiezan a aguantar y después, en el diario La Nación, salen a decir que se le encontraron algunos problemas menores. Lo que no dicen es que el lugar ni siquiera está habilitado y se le estaba cayendo la fachada». Para resolver el conflicto en ciernes «mandan a Claudio Matrero, el inspector que hace los laburos sucios, y este pone que deben señalizar la salida de emergencia. Sabor lo plantea como si fuese una cuestión menor», criticó Castro. 


			Con Macri en la Casa Rosada, Sabor se convirtió en secretario de Trabajo (34). El funcionario, junto con el Gobierno de la ciudad, fue denunciado ante la Organización Internacional del Trabajo «por incumplimiento de los deberes en materia de inspección laboral, violaciones a la libertad sindical y a las leyes nacionales, locales y pactos internacionales». El gran embate de Sabor ocurrió en julio de 2013, cuando, mediante una resolución, intentó desplazar a 137 inspectores díscolos a la órbita de la AGC. La avanzada fue detenida por el juez Andrés Gallardo. Los encabezados por Castro alegaron que, de esa manera, se violaba el «inciso 2.d» de la Constitución porteña y el Convenio 81 de la OIT (C081-Convenio sobre la inspección del trabajo). Si Sabor y Gómez Centurión lograban su cometido, traspasándolos a un organismo sin competencia laboral, podrían haber sido impugnados jurídicamente en su labor por los propios inspeccionados.


			Vínculos de hierro


			La relación de Iron Mountain con el macrismo tiene historia. En 2009, la compañía especializada en la custodia y administración de documentos fue premiada por el ministro Francisco Cabrera «por ser una de las tres primeras empresas inscriptas en el Registro de Empresas TIC de la ciudad de Buenos Aires». 


			En otro hito para la polémica, el Gobierno porteño contempló el ingreso de la firma al Distrito Tecnológico, a pesar de que no se dedicaba a ningún desarrollo tecnológico. La razón era económica: así, podía beneficiarse con exenciones en ABL e Ingresos Brutos y con el acceso fácil a créditos blandos. Uno de los apuntados por esta invitación fue Carlos Pirovano, ex asesor de Álvaro Alsogaray y ex HSBC, donde trabajó entre 1994 y 2007. Era subsecretario de Inversiones porteño. 


			Pirovano y Cabrera propusieron en 2010 una ampliación del Distrito. La decisión parecía hecha a medida para Iron Mountain: así ingresarían al espacio tecnológico los barrios donde la compañía tenía depósitos que hasta entonces no formaban parte de la exención impositiva. El 9 de abril de ese año se celebró una audiencia pública convocada por la Comisión de Planeamiento Urbano de la Legislatura porteña para escuchar las opiniones de los interesados sobre la ampliación de la ley que, en 2008, creó el Distrito Tecnológico. Además de Pirovano y Cabrera, disertó Guillermo Lockhardt, director de Iron Mountain. El mandamás puso a su empresa como «ejemplo del desembarco de la industria TIC en el barrio».


			Iron Mountain logró su cometido: quedó eximida de pagar Ingresos Brutos en la ciudad hasta 2019. Tampoco abonará ABL hasta 2029. 


			Responsabilidades compartidas


			Para Castro, no hay dudas. Hay grandes responsables de lo que sucedió en Iron Mountain: Gómez Centurión y Cabrera. «Lo vinculado al edificio era responsabilidad de Gómez Centurión. Lo relacionado a los trabajadores, de Cabrera». 


			El actual ministro de Producción de la nación no fue un actor de reparto en el caso. Algunas vinculaciones lo ubican en el centro de la escena. Por caso, el funcionario también pasó por el banco HSBC. Si algo se pudo constatar en la investigación del siniestro es que parte del material de archivo que se quemó pertenecía a esa entidad bancaria, que en ese momento se encontraba en el centro de las miradas, luego de que el francés Herve Falciani diese a conocer la lista de personas que se servían de su estructura financiera para el lavado de activos. Entre ellas había 4.040 cuentas de clientes argentinos, que acumulaban 3.505 millones dólares. Cabrera dirigió el sector minorista del banco y también participó del Grupo HSBC, donde fue miembro del directorio de La Buenos Aires Seguros y de Docthos. En Iron Mountain se encontraron 20 cajas pertenecientes al HSBC con el rótulo «lavado de dinero», de acuerdo a un análisis de la Procuraduría Antilavado sobre legajos de clientes aportados por la empresa de archivos. 


			Respecto a la cantidad de archivos comprometidos, la información es confusa. La empresa manifestó que las cajas afectadas fueron 26.326. Pero el HSBC (35) le comunicó al Banco Central que perdió 30.499 cajas. Mientras que la Procelac recibió la notificación de que fueron 30.732. Para agregar un condimento más a tanta imprecisión, el HSBC dijo que no tenía un back up de lo que guardaba en Iron Mountain. 


			De acuerdo con el trabajo confeccionado por la Procelac, había al menos 9 cajas con el membrete «Lavado dinero»; una con el que decía «Lavado dinero premier» y otra «Lav dinero reproces». Así las cosas, la destrucción de ese material generó luego demoras en las investigaciones contra Gabriel Martino, presidente del HSBC, y los centenares de argentinos con cuentas sin declarar. Recién en marzo de 2017, la jueza de primera instancia en lo Penal Económico Nº 11, María Verónica Straccia, confirmó la validez de la prueba que dio origen a la causa conocida como «Cuentas suizas». Meses después, Straccia dictó los primeros procesamientos.


			Cambio de escenario


			La llegada de Macri a la Casa Rosada marcó límites claros a las aspiraciones de Gómez Centurión. El funcionario estaba a cargo de las políticas de defensa en la Fundación Pensar, por lo que era el candidato natural para ocupar esa cartera en la nación. Su pasado carapintada hizo que los radicales y los opositores, como Margarita Stolbizer, repudiasen al unísono esa posibilidad. Por este motivo recaló en la Aduana, con una particularidad que recién se conocería meses después: en simultáneo figuraba como consejero técnico de Auditoría, Administración y Recursos Humanos de la AFIP. 


			El de 2016 fue un año movido para Gómez Centurión, ya convertido en el nuevo titular de la Aduana. Primero, en febrero, los familiares de las víctimas de Iron Mountain lo responsabilizaron por las muertes en el incendio. La familia del bombero Pedro Báricola, inicialmente, acusó a la fiscal de haber «cajoneado» la causa. Luego amplió la acusación. «El día que sucedió esto, Defensa Civil no tenía un protocolo para este evento, el ministro Montenegro confesó ese día que no estaba el protocolo armado», afirmaron desde el entorno familiar. Para ellos, entre los principales responsables del siniestro figuraba el director de la AGC: «El responsable es Gómez Centurión y nunca lo citaron. No lo citan porque hay algo detrás de todo esto», sostuvieron. La cuestión no concluiría allí. Liliana Báricola, hermana del fallecido, denunció «amenazas de muerte de Gómez Centurión», a quien definió como «un mafioso». 


			Castro tenía otra teoría, más maquiavélica. Consideraba que todos los flashes apuntaban contra Gómez Centurión «porque la AGC es autárquica, entonces todo se termina con él». 


			Rolando Monticelli, padre de Juan Matías, cuestionó a Gómez Centurión por dos flancos. Primero, subrayó que «es un corrupto». «Dirigía la Agencia de Control y le mandaron 15 informes, no uno, y todos decían lo mismo. Tuvo las advertencias necesarias para clausurar. Los aspersores de agua no funcionaban y las columnas no eran ignífugas, lo que fue señalado en 2008. Iron Mountain pidió prórroga y no hizo nada durante seis años. (…) La negligencia también está. Pero él lo encubrió. Los familiares estamos seguros. Él tenía el poder para hacer una llamada y parar esta bomba de tiempo. Esto fue un plan», afirmó. 


			En segundo orden, al igual que Liliana Báricola, indicó que había radicado una denuncia por amenazas, y apuntó contra el ex militar: «En octubre del año pasado, me mandó un mensaje privado desde su cuenta de Facebook “Juanjo Malvinas”. (…) Decía, textual: “Seguí calumniándome pluma barata y me voy a encargar de vos. Sabés que no tengo nada que ver con esto, y en la Legislatura hablé de los putos mandos coimeros que defendés. No de los bomberos, pelotudo. Te aconsejo que no te ganes un enemigo gratis, estoy atento a lo que decís”». 


			En junio de 2017, Monticelli volvió a denunciar amenazas. En este caso, habían llegado a su celular: «Leé con mucho cuidado pascualito porque este mensaje es tu oportunidad (…). No seas boludo, te tenemos en la mira. Vos no nos ves… Pero nosotros estamos en todos lados y en ninguno. (…) El portón levadizo donde guardás tu autito blanco tarda 38 segundos en bajar. Contalos. ¿Sabés cuántas cosas pueden pasar en ese tiempo? Lo dejamos librado a tu imaginación», decía el mensaje intimidatorio.


			El humo llega a Panamá


			El abogado querellante Miguel Ángel Arce Aggeo reveló que del incendio del archivo se rescataron 1.730 cajas que no se habían quemado del todo. Tenían sugerentes rótulos: «Lavado de dinero», «Lavado de dinero premier» y «Lavado de dinero offshore». Dos meses después, en abril, cuando se difundieron los documentos del estudio panameño Mossack Fonseca, Arce Aggeo postuló una hipótesis judicial en la que cruzó los datos de las cajas con los que surgían de la filtración.


			«Pensamos que en algún momento las dos causas se van a tener que unir, porque el incendio se ha generado para encubrir una maniobra de lavado. Nosotros no descartamos la unificación a competencia federal, porque si el incendio es la consecuencia de los autores para encubrir el lavado, entonces la maniobra estaría incluida en el fuero federal, y en el área de investigación del doctor Casanello», indicó el letrado.


			A la vez, el juez federal Sergio Torres lleva la causa iniciada por el mencionado informe de la Procelac a ritmo cansino. En él se indica que se detectaron maniobras financieras sospechosas de Iron Mountain por 17,8 millones de dólares entre 2007 y 2014. La investigación que acompaña el expediente judicial identificó en el funcionamiento de la filial argentina una serie de comportamientos e inconsistencias que darían cuenta de delitos de lavado de dinero. Asimismo, ese trabajo precisó que, como resultado del entrecruzamiento de los nombres de las empresas con causas abiertas sobre lavado de dinero, se hallaron 29 coincidencias entre clientes de Iron Mountain e investigaciones o denuncias por lavado de dinero, fraudes y delitos tributarios.


			Mientras, desde La Nación se elogiaban las primeras decisiones de Gómez Centurión como titular de la Aduana. «Ante las sospechas sobre el peso de algunos contenedores, los enviaron a canal rojo para ser inspeccionados. Sin la protección aduanera, sufrían ahora el control exhaustivo de documentación y mercadería, cuando antes, gracias al arreglo, pasaban siempre por el canal verde. Entonces, comenzaron a acumularse esos contenedores en puertos y depósitos fiscales, porque obviamente nadie los reclamaba por tratarse de contrabando», publicó el matutino porteño. No faltaba mucho para que el ahora funcionario nacional se viese involucrado en una situación extraña.


			El desplazamiento


			Cuando promediaba agosto de 2016, Gómez Centurión fue desplazado de su cargo. La avanzada contra él provino del propio oficialismo: ocurrió luego de que la ministra de Seguridad de la nación, Patricia Bullrich, recibiese unas escuchas telefónicas en las que se relacionaba al ex militar con supuestos pedidos de sobornos para autorizar la importación de contenedores. Acto seguido, la ministra radicó una denuncia penal. «El Ministerio de Seguridad recibió un sobre anónimo con una denuncia en la que se alude a Gómez Centurión y a una persona muy cercana a él», hizo público Bullrich. 


			«A alguien le rompí las pelotas. Las denuncias no tienen ningún sustento. Pero, con mi separación, ya soy un cadáver, porque aunque luego la Justicia verifique que no hice nada malo, ya me sometieron a un fusilamiento público», se quejó el funcionario desplazado. 


			La diputada nacional Elisa Carrió salió a respaldarlo. La cofundadora de Cambiemos cargó contra Silvia Majdalani, la escolta de Gustavo Arribas en la Agencia Federal de Inteligencia. Aunque se cuidó de no atacar al amigo del Presidente: «Así como fue correcta la separación preventiva del cargo (de Gómez Centurión), es correcto defender la verdad y el honor del funcionario. Yo, que estoy acostumbrada a quedarme sola junto con los míos durante muchos años frente a una denuncia, tengo el deber de no dejar solo a Gómez Centurión». Según la diputada, «La Turca» —como se conoce a Majdalani— mandó a espiar al entonces titular de la Aduana. 


			Fue la ministra Bullrich quien le marcó la cancha al director suspendido, luego de que se encontrase un cargamento de 10 barriles con 250 kilos de seudoefedrina en un depósito fiscal del Aeropuerto de Ezeiza. Una de las versiones fue que había sucedido producto de la separación del funcionario. «Es importante plantear las cosas como son: la PSA (Policía de Seguridad Aeroportuaria) colaboró para realizar un descubrimiento, decírselo a la Aduana y la Aduana después llevó un procedimiento adelante. Entonces, me parece que no se puede ignorar todo esto y decir que esto es algo que nadie sabía. Que es un descubrimiento», se planteó desde el Ministerio. 


			El ex militar, que volvía a quedar enredado en un escándalo, salió a defenderse de los dichos de la ministra: «No sé por qué Patricia reaccionó así. Me llama la atención porque yo sólo me limité a informarle al juzgado con el que veníamos colaborando. No llamé a una conferencia de prensa, ni nada». Una de las tantas internas del oficialismo quedó expuesta. Pronto se confirmó quién era el gran perdedor. 


			La reincorporación


			Apenas dos meses después de su apartamiento, Gómez Centurión volvió a la cúspide de la Aduana. El expeditivo juez federal Ariel Lijo concluyó que «las medidas probatorias no han logrado vincular a Gómez Centurión a ningún hecho delictivo de competencia federal» y le reabrió las puertas que se le habían cerrado en Cambiemos. Lo llamativo del fallo del magistrado con despacho en Comodoro Py es que otros imputados de la causa, liderados por el empresario Oldemar «Cuqui» Barreiro Laborda, ex dueño de la empresa de seguridad Lo Jack, sí habrían participado en supuestas maniobras de contrabando. 


			Atento a su delicada situación política, el ex director de la AGC bajó el perfil en extremo. Pero una entrevista televisiva en el programa Debo decir, que se emitía por América, lo volvió a poner en el centro de las miradas. Corría enero de 2017 cuando el funcionario repuesto intentó refutar a la periodista Romina Manguel y dejó expuesta su postura respecto al terrorismo de Estado: «Vos estás diciendo que fue un plan genocida, yo no comparto esa visión de la historia. Fue una reacción desmedida combatiendo un plan de toma del poder». Su defensa de la última dictadura cívico-militar no quedaría ahí. El ex carapintada cuestionó la cifra de 30.000 desaparecidos: «No es lo mismo 8.000 verdades que 22.000 mentiras», sostuvo, para concluir que los militares generaron «un plan caótico, no sistemático. Fue un modelo caótico lo que ocurrió en los ’70. Fue una desgracia».


			No fue su último escándalo. Al cumplirse el tercer aniversario del incendio de Iron Mountain, se situó nuevamente en el eje de las críticas.


			La ausencia 


			En febrero de 2017, la fiscal Monteleone requirió al juez Pablo Ormaechea la citación a indagatoria de 32 personas. Incluyó en su listado a funcionarios de segundo rango y a la cúpula de la firma especializada en la administración de documentos. La ausencia de Gómez Centurión no pasó desapercibida. En el escrito, Monteleone apuntó fundamentalmente a la empresa, acotando la responsabilidad del Estado, sobre el cual recayó solamente por la falta de inspecciones en el período 2008-2012 y la impericia de los encargados de llevarlas a cabo. Dejó de lado, como si careciese de importancia, el extravío del expediente de habilitación. 


			La fiscal calificó de «imprudente» el trabajo de quienes debían controlar la planta y apuntó contra Nardi, quien después de que el funcionario Norberto Ventura Sosa presentase su informe de inspección debía comunicar las observaciones efectuadas a la Dirección General de Fiscalización y Control. Esto, supuestamente, reducía el riesgo de un incendio en un lugar donde se mantenía depositado material inflamable. Para la procuradora, Edgardo Nardi «no adoptó ninguna medida o acción al respecto». Por otro lado, añadió: «No se ha podido acceder al expediente de habilitación por haber informado el Gobierno de la ciudad de Buenos Aires que el mismo se extravió». Por otro lado, Monteleone enfatizó que, a raíz de que la planta ya contaba con tres inspecciones en las que se habían identificado alertas sobre cuestiones de seguridad, los inspectores tenían la obligación de verificar si se habían subsanado los desperfectos. 


			Finalmente, consideró «inexplicable» que no se hayan realizado inspecciones, notando que después de que durante seis años se rechazase el plan de evacuación para casos de incendio, no había justificación alguna para que se actuase así. 


			La representante del Ministerio Público Fiscal también pidió que se indagara a dos policías federales: Matías Nicolás Griffo, inspector de la División Prevención, y Raúl Arbor, comisario inspector que se desempeñaba como jefe del Departamento de Seguridad contra Incendios y Riesgos Especiales. Ambos están sospechados de haber incurrido en un acto de corrupción para obviar los pasos de la habilitación. Concretamente, se les imputa haber facilitado «en un solo día» la presentación de los planos, la verificación in situ, la confección del informe técnico y la emisión del certificado de aprobación del depósito siniestrado. En la maniobra que esboza la fiscal, también habría participado Aldamiz Echeverría, quien gestionó el trámite como apoderado de Iron Mountain. 


			En lo atinente a la responsabilidad del Gobierno de la ciudad de Buenos Aires, Monteleone solicitó la citación de los funcionarios de la Dirección General de Habilitaciones y Permisos (DGHyP), Norberto Ventura Sosa y Edgardo Nardi. El primero porque «se hallaba obligado a verificar que el depósito siniestrado reuniera condiciones aceptables de seguridad» y «obró de un modo sumamente negligente y con una grave impericia en el desarrollo de su actividad (…) en virtud de haber contribuido a la creación de un riesgo de incendio peligroso para terceros». Para la procuradora, el segundo «ocupaba el cargo de director general de Habilitaciones y Permisos y, consecuentemente, también el de presidente del Consejo Ejecutivo del Registro de Profesionales Verificadores de Habilitaciones», por lo cual «tenía el deber legal de recibir los informes y denuncias que los PVH pudieran efectuar sobre las anomalías detectadas en los locales y remitir lo actuado a las áreas competentes del Gobierno de la ciudad de Buenos Aires y/o al Consejo Profesional respectivo, de ser necesario, con el fin de considerar la eventual aplicación de las penalidades pertinentes».


			En cuanto a las autoridades locales de Iron Mountain, en el dictamen, Monteleone fue directamente contra Lockhart por no poseer un plan de evacuación ante eventuales siniestros: «La realización de maniobras que tenían por finalidad inducir a error a la administración no resultan una novedad para Lockhart. Como ya se expresara, Iron Mountain nunca obtuvo la aprobación por parte de Defensa Civil del Plan de Evacuación para casos de incendio del depósito de Azara. Sin embargo, luego de ser denegado por primera vez el 5 de mayo de 2009 por repetir roles y falta de capacitación al personal, y de confirmarse la decisión al rechazarse el recurso intentado por la empresa, Lockhart se presentó en el mes de abril de 2010 solicitando su renovación. En los años sucesivos, puntualmente los años 2011, 2012 y 2013, quien se presentó ante ese organismo a solicitar la renovación fue Héctor Eduardo García».


			Arce Aggeo no perdió de vista que el ex titular de la AGC estaba quedando al margen de la escena, por eso insistió para que Gómez Centurión fuera citado, «porque es el responsable del área de control de habilitaciones». «La AGC es el estamento cuyo rol se defraudó para que esto ocurra. Nosotros, que representamos a toda la querella, salvo una, pedimos la declaración a indagatoria de Gómez Centurión» (36), manifestó el abogado. 


			Para el letrado, «la empresa era intocable, por el vínculo de Iron Mountain con el Gobierno de la ciudad. Es una empresa que en el mundo se contrata para quemar documentación altamente comprometedora. No es que sólo pasó en la Argentina. La diferencia es que acá hubo muertes. Es raro que se contrate una empresa así conociendo los antecedentes, salvo que necesites de sus servicios», indicó.


			En lo que atañe a la responsabilidad de la ciudad, subrayó que «el Gobierno hizo desaparecer un expediente en el que se hace un cuestionamiento edilicio porque a una columna le faltaba el mecanismo antifuego. Para reconstituirlo le pidieron una copia a la abogada de la empresa», dijo para mostrar las irregularidades que reinaron en el caso.


			El final


			La intencionalidad juega un papel central en el juicio, motivo por el cual el letrado elaboró su propia teoría en función de las pericias de la Policía Federal y la Universidad Tecnológica Nacional (UTN): «Se ha determinado que de 8 a 10 minutos antes de que el incendio comience se dejó ingresar a una persona y que salió después, inmediatamente. Presumimos que es la persona que realizó la maniobra. Tenemos el nombre del empleado de la firma que lo deja entrar y que estaba de guardia en ese momento. Es el mismo que después tarda muchísimo en dar la alarma y llamar a los bomberos, que llegan más de 30 minutos después, cuando ya se había tomado todo el sector». Sobre esto, la fiscal adoptó una postura salomónica, de acuerdo con el dictamen de los peritos aportados por la UTN: «En orden a lo expuesto, sostienen que el haberse detectado restos de acelerante en una muestra constituye una prueba insuficiente para asegurar que el fuego fue intencional, pero suficiente para afirmar que pudo haber sido provocado». 


			Arce Aggeo cree que sólo con el dictamen de la fiscal alcanza para una condena. «Para ella es culposo, para nosotros es dolo eventual», señaló. Al cierre de este libro, había comenzado la causa por el siniestro en la planta de la calle Azara.


			Con el juicio ya comenzado, la Sala VI de la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional de la capital dio un revés al juez Ormaechea al revocar los sobreseimientos del inspector Matías Griffo, el comisario inspector Raúl Arbor (ambos de la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal Argentina) y de Ignacio Miguel Aldamiz Echeverría, apoderado de Iron Mountain, por considerar prescripta la acción penal. Griffo y Arbor están sospechados de haber incurrido en un acto de corrupción para obviar los pasos pertinentes de la habilitación. Mientras que Echeverría sería quien realizó los trámites. 


			Tras algunos problemas de salud que lo mantuvieron en terapia intensiva, el lugar de Gómez Centurión en la Aduana fue ocupado interinamente por el cuestionado Chapar, sobre quien sobrevuela una leyenda. Distintas fuentes lo vinculan con los servicios de inteligencia franceses: «Es de la fuerza de choque de Gómez Centurión, los que se encargaban de recaudar para él en la ciudad. Se dice que los franceses lo echaron a patadas». En la red social Linkedin, el funcionario nacional se presenta como Pierre Chapar. En 2013, fue puesto al frente de la «tropa de elite» encargada de controlar a los inspectores, que cuestionaban al entonces titular de la AGC. En 1999, a causa de una denuncia presentada por el juez en lo Penal Tributario Javier López Biscayart, fue imputado por estafa a la compañía Solidez S.R.L. Su hermano Ricardo Javier, o Richard Xavier, fue puesto al frente del Velódromo porteño en 2015. 


			A mediados de julio de 2017, Gómez Centurión retornó a su puesto en la Aduana. Pero por poco tiempo. El 24 de octubre renunció (37). 


			

			

				

					6. Ese día murieron los bomberos Maximiliano Martínez, Matías Monticelli, Damián Véliz, Anahí Garnica, Eduardo Conesa, Leonardo Day (Bomberos, Policía Federal), Sebastián Campos y Facundo Ambrosi (bomberos del Cuartel Vuelta de Rocha); además de los rescatistas de Defensa Civil, José Méndez y Pedro Barícola.


				


				

					7. Tres depósitos se destruyeron por el fuego en Nueva Jersey en 1997 y dos en Londres y Ottawa, durante 2006. No hubo víctimas mortales.


				


				

					8. Su padre, Alejandro Olmos, investigó la deuda externa «ilegítima» contraída por el último régimen militar, lo que quedó desarrollado para la posteridad en el libro La deuda externa, publicado en 1989. Su hijo, historiador, fue contratado en 2007 por el ex presidente Rafael Correa para integrar la Comisión de Auditoría Integral del Crédito Público, cuyo objetivo fue estudiar el proceso de endeudamiento de Ecuador.


				


				

					9. La primera planta la construyó en 1995 en Saraza 6135. La segunda fue, tres años después, en Azara 1245; la tercera, en 2012, en el polo industrial Carlos Spegazzini, en Ezeiza; mientras que la cuarta fue erigida en Amancio Alcorta 2396. 


				


				

					10. El reconocimiento fue por haber matado al teniente coronel Herbert Jones en el combate de Pradera de Ganso, en las puertas de Puerto Darwin. Según relató Gómez Centurión, fue en una conversación mano a mano que el militar argentino se valió de su «viveza» para engañar al experimentado teniente inglés y asesinarlo de un disparo. Luego comenzó a circular otra versión de los hechos proporcionada por Oscar Ledesma, un ex conscripto cordobés que en ese enfrentamiento estuvo con las tropas inglesas. De acuerdo con lo que contó Ledesma, fue él quien mediante una ráfaga de tiros hirió primero al teniente inglés y luego terminó matándolo en un segundo intercambio de balas. 


				


				

					11. En una de sus últimas entrevistas, Seineldín explicó el porqué: «Lo único que nos queda y que la gente se conmueve cuando la nombra es Malvinas. Si no, la palabra patria, nación y Estado estarían borradas. Han hecho lo imposible para sacarla del medio. Para corromper. Corrompieron grupos de soldados, pero está. Y cada día con más fuerza. Todo eso me da la pauta a mí de que fue una gesta religiosa». El reportaje figura en: www.youtube.com/watch?v=fFGWpvyUzMg.


				


				

					12. Breid Obeid encabezó, con Rico, el levantamiento de 1987 y estuvo en la reunión donde Alfonsín exigió la rendición en Campo de Mayo. Luego, fue detenido, procesado y puesto en disponibilidad, hasta que Carlos Menem lo indultó en 1989.


				


				

					13. La Alameda acompañó la denuncia con los siguientes documentos: carta documento de la firma Linon S.A.; carta documento de la mediadora Daniela Raquel Crespo; acta de cierre de la mediación; Informe de la Agencia Gubernamental de Control; copia del decreto de designación de Ignacio Palazuelos y de la ley que establece su misión y funciones, así como del organigrama del Ministerio de Seguridad.


				


				

					14. En la presentación consta que Linon S.A. explotaba el local con el nombre comercial «Zoom». Previamente, ya había sido denunciada penalmente en la causa caratulada «Barrio Recoleta s/infracción Ley 24.737», Expediente Nº 4467/12, que tramita ante el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de la Capital Nº 4, con intervención de la Fiscalía Federal en lo Criminal Nº 1 de la capital. 


				


				

					15. El mapa se encuentra en manos del juez federal Ariel Lijo, y del fiscal Jorge Di Lello, en la causa Nº 4467/12, caratulada «Barrio Recoleta s/infracción Ley 23.737».


				


				

					16. Lo patrocinó al menos en una causa: la Nº 31.909, «Rodríguez Larreta sobre recurso de Casación», respecto de la represión en el Hospital Borda.


				


				

					17. Gustavo Veiga, «Los expedientes de la AGC», Página/12, 2 de septiembre de 2013. 


				


				

					18. El 4 de julio de 2014, el jefe de Gobierno de la ciudad dictó el Decreto Nº 271, publicado en el Boletín Oficial el 18 de julio, por el cual disolvió los Registros de Profesionales Verificadores de Obras, de Habilitaciones, de Ascensores y demás instalaciones de transporte vertical. 


				


				

					19. La tarea de los Profesionales Verificadores surgió a partir de 2000 como un mecanismo alternativo y externo, precisamente a fin de combatir las prácticas de corrupción. Son profesionales universitarios —arquitectos e ingenieros—, idóneos e independientes del Estado, a quienes por sorteo el GCBA les adjudicaba el control de determinadas obras, habilitaciones, ascensores, etc. Los verificadores de obras, por ejemplo, constatan si los planos registrados coinciden con la obra real o no, y luego elevan un informe a la autoridad gubernamental. 


					En 2003, cuando se creó el registro de Profesionales Verificadores de Habilitaciones mediante el Decreto Nº 2115, este se basaba en la necesidad de «que se diseñen mecanismos de control novedosos y ágiles, ejecutados por profesionales especializados (…) Que resulta indispensable instrumentar respuestas flexibles, eficientes y transparentes (…) Que resulta conveniente aprovechar las exitosas experiencias recogidas en materia de obras e instalaciones, de modo tal de plantear un esquema similar en materia de habilitaciones».


				


				

					20. El miércoles 22 de febrero de 2012, pasadas las 8 de la mañana, un tren de la línea Sarmiento, que llegaba a la plataforma Nº 2 de la estación terminal de Once, no detuvo su marcha y colisionó contra los paragolpes de contención. Murieron 51 personas y más de 702 resultaron heridas. 


				


				

					21. En septiembre de 2010 se produjo el derrumbe del boliche Beara, por lo que fallecieron 2 personas y hubo 25 heridos. 


				


				

					22. Entrevista realizada para este libro el 15 de marzo de 2017.


				


				

					23. Entrevista realizada para este libro el 20 de abril de 2017. 


				


				

					24. Ver: www.infobae.com/2013/08/16/1502129-los-duenos-bares-contra-el-gobierno-porteno-nos-obligan-infringir-la-ley.


				


				

					25. Para graficarlo, Castro dio un ejemplo: «La organización de la calle Avellaneda fue un diseño a largo plazo para hacer lo que fue. Dejaron funcionar a los manteros durante años hasta que se agotó el ciclo y después los echaron. Antes, gran parte de los manteros eran funcionales a la estructura de talleres clandestinos. Alguien iba al local de venta y pedía 50 pantalones. Como tenían que blanquear la clandestinidad del taller, eran entregados por el mantero de ocasión. Hasta que se agotó el negocio, trabajaban en tándem». 


				


				

					26. Entrevista realizada para este libro el 5 de abril de 2017. 


				


				

					27. Ídem.


				


				

					28. Ídem. 


				


				

					29. Se refiere a la sustracción de expedientes. (N. de E.)


				


				

					30. En 2017, Zidar aún era el presidente de la compañía Beta. Antes se había desempeñado como gerente de línea neurológica y psiquiátrica y de Marketing, Promoción y Comercial.


				


				

					31. Expediente Nº 30509/14, tramitado en el Juzgado Nº 75.


				


				

					32. En referencia a una de las plantas. (N. de E.)


				


				

					33. El depósito, situado en Saraza 6138, fue clausurado en 2016, a resultas de una presentación que realizó la Asesoría Tutelar Nº 1 ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la ciudad de Buenos Aires.


				


				

					34. Ezequiel Sabor llegó a ser viceministro de Trabajo de la nación durante la gestión de Jorge Triaca en la cartera laboral. El 22 de agosto de 2017 fue removido del cargo por decisión de Macri.


				


				

					35. HSBC ocupa el segundo lugar entre los mayores damnificados por el incendio. El primero es el Banco Patagonia, que allí guardaba 65.705 cajas, de las que se quemaron 57.015, el 86%. El Patagonia informó al Banco Central que no tenía respaldo de toda esa documentación. Lo notable es que era investigado, junto con JP Morgan, Merrill Lynch y el Grupo Estrada por lavado de activos, asociación ilícita, administración fraudulenta y publicación de balances falsos. Esta denuncia se inició con los aportes del ex JP Morgan Hernán Arbizu, que en 2009 se autodenunció en la Argentina.


				


				

					36. Entrevista realizada para este libro el 5 de abril de 2017. 


				


				

					37. El 14 de diciembre de 2017, dos meses después, se convirtió en vicepresidente del Banco Nación.
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